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PROCESADO: HDBG
SE CONFIRMA 
S.N°005

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
HURTO AGRAVADO / CADENA DE CUSTODIA / SI NO SE CUMPLE, LA AUTENTICIDAD DEL ELEMENTO PROBATORIO PUEDE DEMOSTRARSE CON TESTIGOS / DELITO BAGATELAR / NO LO DETERMINA ÚNICAMENTE EL POCO VALOR DE LO HURTADO.
… no obstante la no presentación de la documentación referida a la cadena de custodia, se debe tener por debidamente acreditada la mismidad entre el elemento recuperado y aquel que fue objeto de apoderamiento, acorde con lo establecido por la jurisprudencia nacional:

“[…] se ha precisado que si por alguna razón no se cumple con la obligación constitucional y legal de someter las evidencias físicas al procedimiento de cadena de custodia, el artículo 277 de la Ley 906 de 2004 admite que su autenticidad se pueda acreditar por cualquier medio de conocimiento, en virtud, como se ha dicho, del principio de libertad probatoria, carga demostrativa de la parte que las presente.

“Por eso, tratándose de evidencias físicas que son únicas o identificables a simple vista por sus características externas, o aquellas que son susceptibles de ser marcadas y que de esa manera se hacen identificables, el protocolo de cadena de custodia puede ser suplido como procedimiento de autenticación a través de la presentación de testigos que tengan conocimiento “personal y directo” de los hechos que pondrán en conocimiento de la autoridad judicial, según lo establece el artículo 402 de la Ley 906 de 2004”. (…)
En punto de lo aludido por la defensa, respecto a que estamos ante un delito de los denominados “de bagatela”, por lo cual entiende la Corporación que su solicitud está encaminada a que se dé aplicación al principio de no antijuridicidad material por insignificancia en el grado de lesividad al bien jurídico tutelado, hay lugar a asegurar que tal pretensión tampoco está llamada a prosperar, porque si bien es cierto la cuantía de lo hurtado es de poca monta si se compara con otros bienes de esa misma índole, la realidad enseña que acción desplegada por el acusado fue temeraria al realizarse en un establecimiento público dedicado precisamente a la venta, entre otros, de elementos informáticos, y la sustracción de ese mouse inalámbrico sí le causaba una afectación importante a la víctima porque precisamente de eso derivaba su sustento.  

Es que acá no nos encontramos frente a un almacén denominado como grandes superficies, donde muy seguramente lo hurtado no alcanzaría a menguar el patrimonio de una gran empresa; antes bien, se trataba de un almacén pequeño donde el propietario se vio despojado de uno de los elementos que consideraba valioso para la actividad que desarrolla.
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  ACTA DE APROBACIÓN N° 054
  SEGUNDA INSTANCIA

	Fecha y hora de lectura: 
	Febrero 05 de 2019. 9:16 a.m.

	Acusado: 
	HDBG

	Cédula de ciudadanía:
	1.126.592.720 expedida en el consulado de Colombia en Madrid (España)

	Delito:
	Hurto agravado.

	Víctima:
	Mauricio Valencia López

	Procedencia:
	Juzgado Segundo Penal Municipal con función de conocimiento de Pereira (Rda.) 

	Asunto:
	Decide apelación interpuesta por la defensa contra el fallo de condena de fecha septiembre 13 de 2018. SE CONFIRMA


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira pronuncia la sentencia en los siguientes términos:
1.- hechos Y precedentes
La situación fáctica jurídicamente relevante y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, se pueden sintetizar así:
1.1.- Los hechos objeto de investigación tuvieron ocurrencia en agosto 03 de 2016, a eso de las 14:05 horas, en la carrera 4ª con calle 22 de esta capital, cuando fue capturado el señor HDBG luego de haber cometido el hurto de un “mouse inalámbrico”, marca omega, de un establecimiento de comercio ubicado en la calle 22 N° 4-10, donde resultó afectado el señor MAURICIO VALENCIA LÓPEZ. 
1.2.- En agosto 04 de 2016 se llevaron a cabo las audiencias preliminares ante el Juzgado Quinto Penal Municipal con función de control de garantías de Pereira (Rda.) en la cual se declaró legal la aprehensión del señor HDBG y se le formuló imputación por el delito de hurto con circunstancias de agravación, a que aluden los artículos 239, inciso 2° y 241 numeral 11 C.P., los cuales NO ACEPTÓ. La Fiscalía retiró la solicitud de imposición de medida de aseguramiento, por lo cual el despacho le concedió la libertad inmediata.

1.3.- Ante la no aceptación de cargos, la Fiscalía presentó formal escrito de acusación (octubre 05 de 2016) que se le asignó al Juzgado Segundo Penal Municipal con función de conocimiento de Pereira, despacho ante el cual se llevaron a cabo las audiencias de: (i) formulación de acusación (agosto 31 de 2017); (ii) preparatoria (febrero 15 de 2018); y (iii) juicio oral (agosto 24 y septiembre 13 de 2018), al final del cual se dio lectura al sentido del fallo de carácter condenatorio, para procederse en esa misma oportunidad a a dar lectura al fallo por medio del cual: a)- se condenó a HDBG por la conducta de hurto con circunstancias de agravación a una pena de 12 meses de prisión; b)- de igual modo a la pena accesoria de interdicción de derechos y funciones públicas por igual término de la pena; y c)- le fue concedida la suspensión condicional de la ejecución de la sanción.

1.4.- Los fundamentos que llevaron al funcionario a quo a proferir el fallo de condena, los hizo consistir en que a partir del acervo probatorio presentado por la fiscalía se puede vislumbrar la comisión del hecho punible por la presencia de quien presenció en ilícito y de quien lo capturó. 

No puede desconocer el despacho la manifestación realizada por la víctima quien bajo juramento expresó haber presenciado la comisión del delito y dio conocimiento de ello a las autoridades y al momento de la captura, como así lo indicó el agente captor, le confirmó cual era el elemento que le había sido hurtado y el autor del mismo.

Aunque la fotografía del mouse hurtado no está fijada, ni sometida a cadena de custodia como lo dice el abogado defensor, si está rodeada de otras pruebas congruentes entre sí, en tanto dicha foto por sí solo no tendría valor probatorio suficiente, pero en conjunto, tienden a confirmar la existencia del hecho, si tenemos en cuenta el testimonio de la víctima del ilícito, como así se lo hizo saber a la policía al momento de la captura, siendo dicho servidor quien en juicio afirmó ser quien tomó la imagen del elemento. 
Igualmente, el policial quien aprehendió al acusado, manifestó que la comunidad le hizo entrega del mouse hurtado, mismo que reconoció el señor MAURICIO VALENCIA, sin que la credibilidad de su declaración fuera impugnada en juicio, ni mucho menos se advirtió que tuviera intensiones abyectas para con el implicado.  Los testimonios aludidos coinciden en señalar a un individuo que fue plenamente identificado, con un elemento reconocido por el agente captor y el afectado el mismo día de los hechos.
En cuanto a la falta de prueba de las circunstancias de agravación, la introducción del Certificado de la Cámara de Comercio para demostrar quien es el propietario del establecimiento de comercio, no es la única forma de acreditar tal supuesto, en tanto en nuestro sistema no existe tarifa legal sino una libertad probatoria y en este punto la fiscalía trajo al juicio a la víctima,  quien no dejó entrever mendacidad o interés en perjudicar al acusado, por lo cual la misma quedó incólume ante prueba en contrario.

Respecto a lo referido por la defensa, en cuanto a que la conducta es “bagatelar”, estima que no le asiste razón, en tanto en este asunto la conducta del procesado no se puede considerar como de suma levedad, irrisoria o insignificante, para concluir la falta de lesividad y por ende la ausencia de antijuridicidad material en el comportamiento.
1.5.- El defensor del acusado apeló la decisión y sustentó el recurso de manera oral. 

2.- Debate

2.1.- Defensor -recurrente-
Pide se revoque el fallo confutado y se emita uno de carácter absolutorio con fundamento en lo siguiente:

Nos encontramos ante un delito “bagatelar”, en tanto los $15.500.oo que es valor al que asciende el mouse, no son significativos para ningún patrimonio, y aunque en juicio se debatió el hecho, no quedó probado como tampoco la responsabilidad de su defendido, en tanto solo hubo un testigo quien fungió como víctima y dijo ser el propietario del establecimiento de comercio, lo que no se acreditó. 

En Colombia existe la libertad probatoria, pero muchas veces la gente miente para buscar beneficios personales, y por ello a una persona que aduce ser víctima no se le puede creer porque inicialmente dijo que se le había dañado un bombillo y posteriormente señaló que fueron cuatro, que la vitrina la había dañado mi defendido y después que se dio en el forcejeo cuando pretendió recuperar el elemento que posiblemente le habían hurtado. Tales detalles aunque parecen insignificantes pueden ser relevantes y de fondo.

La víctima y el agente del orden que declararon no son congruentes, y no le entregaron al despacho las características físicas de la persona que posiblemente cometió el hurto, en tanto el afectado dice que fue alto, flaco, con brazos largos, mientras que el uniformado aseguró que era grueso, más bien moreno, sin recordar otros datos; por tanto, si la persona no está plenamente identificada, mal puede hablarse de un autor de un delito, máxime que el oficial aceptó que no presenció el hecho.
Aunque se trajo a juicio la foto de un mouse, este es un documento anónimo y no es la técnica que la ley exige para valorarse como prueba, porque esta debía estar acompañada de un mínimo de literatura -datos de los hechos, fecha de ocurrencia y firma de quien la tomó-. Y si bien la cadena de custodia está regulada por ley, en el caso que se juzga de buenas a primeras los despachos la desaparecieron sin existir razón para ello, no obstante que la norma exige que el elemento debe recolectarse, fijarse, rotularse, y someterse a cadena de custodia; es decir, que si no existe no hay prueba de lo hurtado. 
Para el caso es cierto que la víctima adujo ser el dueño del establecimiento de comercio, pero tampoco hay prueba de ello, en tanto no se aportó el certificado de representación legal, a consecuencia de lo cual no puede condenarse por hurto agravado. 
Señala que la presunción de inocencia de su cliente continua incólume y aunque la pena es mínima, considera que la justicia en Colombia no debe desgastarse en delitos “bagatelares”, y no puede perseguirse a un individuo que se dice es habitante de calle por $15.000.oo, máxime que no se probó el hecho ni su responsabilidad.

2.2.- Fiscal -no recurrente-

Pide se confirme en su integridad el fallo confutado, y para tal efecto expone:

La libertad probatoria está establecida en el canon procedimental, y en este caso la defensa al parecer no atacó en juicio lo relativo a la cuantía de lo hurtado, ni mucho menos desvirtuó la actividad de comerciante del señor MAURICIO VALENCIA, por lo que en aplicación de la regla de mejor evidencia debe dársele credibilidad, al ser una declaración bajo juramento, y era en juicio donde podría haberse controvertido lo pertinente con otro elemento de prueba, pero no se hizo.

En este caso obra señalamiento directo en el sentido que fue HDBG quien incurrió en el delito, precisamente por eso fue capturado por la comunidad y entregado a los policiales.

Dentro de los actos urgentes es fotografiado el elemento y se identificó plenamente al procesado con su documento identidad, sin existir duda alguna respecto de la persona que se capturó el día de los hechos y en situación de flagrancia, lo cual tampoco fue desvirtuado por la defensa. 
Al existir información por parte de testigos de la ocurrencia del hecho, que el propietario del establecimiento lo señaló, así como lo apreciado por los miembros de la policía que lo capturaron y su reseña, se tiene evidencia cierta en el sentido que el hecho sí se consumó y que la persona sometida a juicio incurrió en esa ilicitud.

En cuanto a la foto del mouse, fue clara la víctima al expresar qué fue lo que sucedió con el mismo, quienes lo recuperaron, y quienes se lo entregaron, sin haber intervención de la policía judicial. Y en esas circunstancias no serían aplicables los requisitos de cadena de custodia, máxime que lo acontecido se ejecutó por particulares que no tenían conocimiento de la actividad que se debe realizar con esos elementos y simplemente proceden a devolverlo al afectado de manera inmediata.

Con lo manifestado en juicio, se llega al convencimiento por parte del juez de la responsabilidad y de la participación en el hecho de HDBG, sin que la defensa hubiera aportado pruebas para desvirtuar los testimonios arrimados, por lo cual se debe confirmar el fallo emitido.

2.3.- Debidamente sustentado el recurso, el juez a quo lo concedió en el efectivo suspensivo y dispuso la remisión de los registros pertinentes ante esta Corporación con el fin de desatar la alzada.

3.- Para resolver, se considera
3.1.- Competencia

La tiene esta Colegiatura de conformidad con los factores objetivo, territorial y funcional a voces de los artículos 20, 34.1 y 179 de la Ley 906 de 2004 -modificado este último por el artículo 91 de la Ley 1395 de 2010-, al haber sido oportunamente interpuesta y debidamente sustentada una apelación contra providencia susceptible de ese recurso y por una parte habilitada para hacerlo -en nuestro caso la defensa-.

3.2.- Problema jurídico planteado

Se contrae básicamente a establecer el grado de acierto de la providencia de primer grado en cuanto condenó al señor HDBG por las conductas de hurto agravado cometido en contra del señor MAURICIO VALENCIA LÓPEZ; o si, por el contrario, militan pruebas que corroboran la inexistencia del hecho y la ausencia de responsabilidad del acusado en este caso y por ende debe dictarse sentencia absolutoria, como lo pide el apoderado recurrente. 
3.3.- Solución a la controversia

No se vislumbra, ni ha sido tema objeto de controversia, la existencia de algún vicio sustancial que pueda afectar las garantías fundamentales en cabeza de alguna de las partes e intervinientes, o que comprometa la estructura o ritualidad legalmente establecidas para este diligenciamiento, en desconocimiento del debido proceso protegido por el artículo 29 Superior.

Igualmente se avizora de entrada, que las pruebas fueron obtenidas en debida forma y las partes confrontadas tuvieron la posibilidad de conocerlas a plenitud en clara aplicación de los principios de oralidad, inmediación, publicidad, concentración y contradicción.

De acuerdo con lo preceptuado por el artículo 381 de la Ley 906/04, para proferir una sentencia de condena es indispensable que al juzgador llegue el conocimiento más allá de toda duda, no solo respecto de la existencia del punible atribuido, sino también acerca de la responsabilidad de las personas involucradas, y que tengan soporte en las pruebas legal y oportunamente aportadas en el juicio.

De la situación fáctica esgrimida se advierte que aproximadamente a las 2:30 de la tarde de agosto 3 de 2016, se originó la captura del señor HDBG, el cual, según relato del señor MAURICIO  VALENCIA, ingresó a su establecimiento de comercio denominado “Tecnolucía”, ubicado en la calle 22 N° 4-10, con el fin de solicitar el servicio de internet, momento que aprovechó para sacar de una vitrina un elemento y al verse sorprendido se levantó, preguntó el valor del servicio y cuando pretendía salir del sitio el afectado lo recriminó sobre el por qué le iba a hurtar su mercadería, ante lo cual emprendió la huida tropezándose con una vitrina que cayó a la calle, y ante los  gritos del perjudicado la comunidad del lugar se alertó y procedieron a su retención, con la consiguiente recuperación de lo hurtado -mouse óptico inalámbrico-, para a continuación ser puesto a disposición de una patrulla de la policía que casualmente pasaba por el lugar. 
Si bien para el a quo la Fiscalía logró demostrar no solo la materialidad del hecho sino la participación del señor  HDBG, para su defensor ello no fue debidamente corroborado. Siendo así, los temas principales a dilucidar por parte de esta Corporación se deben centrar en lo referido por el recurrente, esto es, lo relativo no solo a si en efecto se presentó la conducta delictiva de la que según se afirma fue víctima el señor MAURICIO VALENCIA, sino el compromiso del encartado. 
En punto de la materialidad de la ilicitud y en contravía de la postura del abogado recurrente, estima la Colegiatura que en efecto el hecho perpetrado en contra del patrimonio económico del señor MAURICIO VALENCIA sí se encuentra debidamente acreditado en el proceso. Así es porque si bien la prueba en juicio fue escasa, en tanto se limitó a lo referido por el afectado y el policial ALI CHALA quien efectuó la aprehensión del hoy acusado, no hay duda alguna que los hechos ocurrieron como fueron relatados por el directo ofendido.

En efecto, el señor MAURICIO fue claro al expresar las circunstancias de tiempo, modo y lugar en las cuales se presentó el apoderamiento de un elemento que tenía en una de las vitrinas de su establecimiento de comercio, mismo que momentos después fue recuperado por la comunidad ante los llamados de auxilio de su parte. No hay lugar por lo tanto a pregonar que el hecho no ocurrió, ya que fue el mismo perjudicado quien relató lo sucedido y ello guarda coherencia igualmente con lo presenciado por el oficial ALI CHALA, quien acudió al lugar minutos después y detuvo al señor HDBG.

La Sala no encuentra por parte alguna que la víctima posea interés alguno en perjudicar falsamente al aquí procesado, ni mucho menos que su intención en juicio haya sido la de mentir para obtener un provecho económico como lo da a entender el recurrente, en tanto en su declaración y en relación con los daños ocasionados a la vitrina con la cual se tropezó el acusado al momento de huir, concretamente a la bombillería LED que contenía, en ningún momento el testigo refirió el número de aquellas que resultaron deterioradas, y por ende las cantidades a las que alude el recurrente no corresponden a lo declarado.

Refiere el distinguido defensor que existe incoherencia entre los testigos de la Fiscalía en lo atinente a la identidad de la persona que cometió el ilícito, pero debe indicarse que ello tampoco resulta acertado, toda vez que fue el mismo afectado quien al sorprender a quien le hurtaba uno de los componentes de computador que tenía en una de las vitrinas, lo encaró, y ante la huida lo siguió y con ayuda de la comunidad fue aprehendido en la vía pública a unos 15 metros de distancia. Así que tan pronto hizo presencia la autoridad policiva reconoció ante ellos a la persona que momentos antes se había apoderado de un elemento de su propiedad, como así lo corroboró el patrullero CHALA.

Y no obstante que en juicio los testigos hicieron alusión a las características físicas de la persona que cometió el hecho, las cuales no fueron unánimes entre sí, por cuanto el señor MAURICIO VALENCIA indicó al comienzo de su declaración que se trataba de una persona: “de tez morena, trigueña, más bien alto, acuerpadito”, y posteriormente expresó que era: “grande, alto, siempre corpulento, mani largo”, en tanto el patrullero ALI CHALA solo refirió que era de contextura delgada y de aproximadamente 1.75 ms. de altura, ello per se no implica la presencia de dudas respecto a la individualización de quien cometió el delito. Basta decir que en atención a la actividad diaria del uniformado, es de entender que realiza aprehensiones con cierta regularidad y no es por tanto consecuente exigirle que recuerde con precisión a un sujeto en particular, y mucho menos cuanto ya había transcurrido algo más de un año desde los hechos hasta su comparecencia en juicio. Por demás, está claro que el individuo que trasladó en calidad de retenido fue el mismo señalado no solo por el propietario de la tienda sino por la comunidad que cooperó en la aprehensión ante las voces de auxilio -entiéndase situación de flagrancia que tampoco nunca fue negada por el aprehendido en las audiencias preliminares-. No puede existir por tanto en criterio de la Corporación duda alguna respecto a la identificación e individualización plena del autor material del ilícito.

Lo que se aprecia en síntesis, luego de una valoración conjunta de la prueba, es que en efecto el señor MAURICIO VALENCIA fue víctima de un delito contra el patrimonio económico y que el individuo señalado por este, es decir, el señor HDBG, es el único responsable de la ilicitud denunciada.
Ahora bien, en relación con los demás planteamientos que los que alude el letrado, esto es, lo relativo a la propiedad del establecimiento de comercio en cabeza de quien se dice afectado, a consecuencia de lo cual el delito se agravó, al igual que sobre las supuestas irregularidades en la cadena de custodia del elemento hurtado, o que el delito cometido es de aquellos conocidos como “bagatelares”, dirá la Sala lo siguiente:
De la circunstancia de agravación.

Considera el recurrente que no se acreditó que el señor MAURICIO VALENCIA fuera el dueño del establecimiento de comercio abierto al público donde se generó el hecho, y no obstante por ello se agravó la conducta. A ese respecto debe indicarse, como bien lo plasmó el a quo, que en nuestro ordenamiento procesal penal rige la libertad probatoria, y si bien es cierto con el certificado de existencia y representación legal expedido por la Cámara de Comercio se acreditaría como mejor evidencia que el afectado es el dueño del almacén “Tecnolucía” ubicado en la Calle 22 Nro. 4-10 de Pereira, no puede desconocerse que fue la misma víctima quien bajo juramento adujo tener tal calidad, y que en el mismo se dedican a la venta de tecnología, servicios de internet y otros, situación que no fue desvirtuada por la defensa.

Por demás, está claro que la ilicitud endilgada al señor HDBG tuvo ocurrencia en el interior de ese local abierto al público, lo que implica que por tal proceder su comportamiento quedó inmerso en la circunstancia de agravación a la que hace referencia el numeral 11 del artículo 241 C.P. 

Ausencia de cadena de custodia de la imagen aportada
En cuanto a las irregularidades que denota la defensa respecto a la foto introducida al juicio, esto es, aquella en la cual se observa el elemento hurtado que está dentro de su respectivo estuche dispuesto para la distribución, por cuanto la misma no surtió los requisitos de la cadena de custodia, es cierto que ninguna prueba se allegó al juicio para acreditar que tal documento estuviera prevalido de ese respaldo, no obstante lo referido por el policial ALI CHALA, quien indicó que sí se surtieron los protocolos de cadena de custodia sobre dicha fotografía como quiera que fue él quien personalmente la tomó.
Si bien para la defensa no se cumplió  con ese proceso de autenticación para el cual esta estatuida la cadena de custodia, y aunque en efecto no obra tal documentación, de la información entregada en juicio se puede establecer sin lugar a dudas que la fotografía arrimada a juicio sí corresponde al mouse inalámbrico que le fue hurtado al señor MAURICIO VALENCIA. Así se asegura porque fue la propia víctima quien al serle puesta de presente dicha imagen refirió que se trataba de la foto del mouse del que fue despojado, y de la cual aportó sus características, además de conocerse que ese elemento le fue entregado de parte de la policía luego de que fuera recuperado por la ciudadanía.  
El patrullero ALI CHALA explicó que para la toma de esa imagen utilizó un celular, y que en la misma plasmó el número de radicación del asunto que se surtió en contra del señor HDBG.
Para el Tribunal por tanto, no obstante la no presentación de la documentación referida a la cadena de custodia, se debe tener por debidamente acreditada la mismidad entre el elemento recuperado y aquel que fue objeto de apoderamiento, acorde con lo establecido por la jurisprudencia nacional
:
“[…] se ha precisado que si por alguna razón no se cumple con la obligación constitucional y legal de someter las evidencias físicas al procedimiento de cadena de custodia, el artículo 277 de la Ley 906 de 2004 admite que su autenticidad se pueda acreditar por cualquier medio de conocimiento, en virtud, como se ha dicho, del principio de libertad probatoria, carga demostrativa de la parte que las presente.

Por eso, tratándose de evidencias físicas que son únicas o identificables a simple vista por sus características externas, o aquellas que son susceptibles de ser marcadas y que de esa manera se hacen identificables, el protocolo de cadena de custodia puede ser suplido como procedimiento de autenticación a través de la presentación de testigos que tengan conocimiento “personal y directo” de los hechos que pondrán en conocimiento de la autoridad judicial, según lo establece el artículo 402 de la Ley 906 de 2004.

En tal evento, la parte debe ofrecer los medios probatorios tendientes a la articulación de los factores que, en orden a establecer su pertinencia, determinen la mismidad de la evidencia física, esto es, presentando los testimonios a través de los cuales se pueda demostrar que el instrumento recogido es el mismo presentado como prueba ante el juez de conocimiento
”. -negrillas excluidas-
De lo antes mencionado, y al haberse acreditado en juicio por parte de los testigos de cargo que la fotografía del mouse que ingresó a juicio corresponde inequívocamente al hurtado al señor MAURICIO VALENCIA, no le asiste duda  a la Sala, como tampoco lo fue para el a quo, que dicho aparato fue en realidad aquel materia de despojo y minutos después recuperado y entregado a su legítimo propietario.

Sobre el delito bagatelar
En punto de lo aludido por la defensa, respecto a que estamos ante un delito de los denominados “de bagatela”, por lo cual entiende la Corporación que su solicitud está encaminada a que se dé aplicación al principio de no antijuridicidad material por insignificancia en el grado de lesividad al bien jurídico tutelado, hay lugar a asegurar que tal pretensión tampoco está llamada a prosperar, porque si bien es cierto la cuantía de lo hurtado es de poca monta si se compara con otros bienes de esa misma índole, la realidad enseña que acción desplegada por el acusado fue temeraria al realizarse en un establecimiento público dedicado precisamente a la venta, entre otros, de elementos informáticos, y la sustracción de ese mouse inalámbrico sí le causaba una afectación importante a la víctima porque precisamente de eso derivaba su sustento.  
Es que acá no nos encontramos frente a un almacén denominado como grandes superficies, donde muy seguramente lo hurtado no alcanzaría a menguar el patrimonio de una gran empresa; antes bien, se trataba de un almacén pequeño donde el propietario se vio despojado de uno de los elementos que consideraba valioso para la actividad que desarrolla.
Sea como fuere, obsérvese que la cuantía del objeto ameritó que el juzgado al momento de determinar la pena a imponer tuviera en cuenta una circunstancia de atenuación, muy propiamente la reglada en el canon 268 C.P., y ello dio lugar a la sanción que finalmente le fue impuesta.

Finalmente y aunque el letrado hizo referencia a que su cliente es un “habitante de calle”, tal condición es una creación personal del profesional del derecho, en tanto de ello ninguna manifestación se hizo en juicio con ocasión de las pruebas debatidas. 

Así las cosas, al quedar plenamente demostrada no solo la materialidad de la infracción, sino el compromiso del procesado en la comisión del ilícito atribuido, se acompañará la decisión adoptada por el funcionario de primer grado.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA el fallo objeto de apelación y que fuera proferido por el Juzgado Segundo Penal Municipal de esta localidad en contra del señor HDBG.

Esta sentencia queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso extraordinario de casación que de interponerse deberá hacerse dentro del término de ley.
Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
� CSJ SP, 18 ene. 2017, rad. 44741.


� CSJ SP-12229, 31 ago. 2016, rad. 43916.
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